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A N T E C E D E N T E S 

 

1. La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas, 

recepcionó la queja de la C.  la cual 

manifetara lo siguiente: 

“…La suscrita en mi calidad de víctima dentro del NUC  radicada 

ante la Unidad General de Investigación No. 1 de Ciudad Madero, 

Tamaulipas iniciada por la denuncia presentada por el delito de 

hostigamiento sexual en contra del C. , deseo presentar queja 

en contra de la titular de la mencionada Unidad de Investigación, toda vez 

que existe dilación en la carpeta de investigación además que no se ha 

judicializado, cabe señalar que el día 03 de enero del año en curso me 
entrevisté con la Lic.  a quién le pregunté 

sobre los avances de mi caso a lo que me respondió que revisando mi 

carpeta de investigación me señaló que no existían circunstancias de 

modo, tiempo y lugar por lo que la suscrita le pregunté cuál sería el 

seguimiento de mi caso pero no me contestó. Cabe mencionar que ha 

existido dilación en la tramitación de mi carpeta toda vez que han dejado 
pasar varios meses para llevar a cabo los actos de investigación, teniendo 

conocimiento que en el mes de julio del 2022 se recabaron las 

declaraciones de la psiquiatra y la psicóloga ambas adscritas al Hospital 

General de Tampico, quienes son las que me están brindando apoyo 

psicológico desde el año 2019, siendo que se me había informado por 

parte de la mencionada Unidad General de Investigación que solo faltaba 
que obrara en la carpeta las declaraciones de la psicóloga y la psiquiatra, 

por lo que desconozco el motivo por el cual no se ha judicializado dicha 

carpeta de investigación; motivo por el cual solicitó se realice la 

investigación correspondiente ante las presuntas violaciones a mis 

derechos humanos cometidas en mi perjuicio por parte de la titular de la 

Unidad General de Investigación. De igual forma deseo presentar formal 

queja en contra del Licenciado  Asesor Victimal 
de la Comisión Estatal de Atención a Víctimas del Delito con residencia en 

la zona sur, ya que he tenido dificultades para que me brinde el apoyo 

legal en la tramitación del NUC , siendo la última vez que tuve 

contacto personal con él fue a principios del mes de diciembre del 2022 

por lo que en esa ocasión le solicité apoyo para acudir a la Unidad General 

de Investigación No. 1 de Cd. Madero, Tamaulipas a fin de conocer los 
avances dentro de la citada carpeta de investigación, señalándome que 

acudiera sola para hacer presión y que él no podía acompañarme ya que 

estaba ocupado y cuando la suscrita lo buscaba para pedirle cita me 

respondía que se encontraba ocupado en audiencias, por lo que solicito 

que se investigue el actuar de dicho asesor victimal ya que considero que 

no me ha brindado el apoyo legal adecuado al que como víctima tengo 

derecho, además que en ocasiones ha hecho caso omiso a mis mensajes 
en los cuales le he solicitado información de los avances en mi carpeta de 

investigación. Por esta razón solicito que esta Comisión de Derechos 
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Humanos del Estado de Tamaulipas, investigue los hechos antes señalados 

por las presuntas violaciones de derechos humanos cometidas por las 

autoridades mencionadas, se lleve a cabo la judicialización del NUC 

y se me continué brindado el apoyo legal por parte del asesor 
victimal designado a mi asunto por parte de la Comisión Estatal de 

Atención a víctimas de la zona sur…”           

 

2. Una vez analizado el contenido de la queja, esta se calificó 

como presuntamente violatoria de derechos humanos; se admitió a 

trámite, radicándose con el número 015/2023-T y se acordó 

inicialmente realizar propuesta conciliatoria de conformidad al 

Artículo 34 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del 

Estado de Tamaulipas, así mismo se solicitó informe justificado 

relacionado con los hechos denunciados, lo anterior con fundamento 

en lo dispuesto por el artículo 34, 35 y 36 de la Ley de la Comisión 

de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas. 

 

3. Mediante oficio número 

SGG/SLSC/CEAVT/DAJ/CRAVZC/164/2023 de fecha 19 de enero del 

presente año, signado por la C. Licenciada  

, encargada del Centro Regional de Atención a Víctimas zona 

conurbada con residencia en Altamira, Tamaulipas, mediante el cual 

informa en su parte medular lo siguiente:  

“Se acepta la propuesta conciliatoria planteada, esta Comisión se 

encuentra en total disposición de otorgar asistencia integral a favor de la 

C. , señalando las 14:30 horas del día 

27 de enero del 2023 para brindar el acompañamiento por parte de 

personal adscrito a esta Comisión a la promovente a la Unidad General de 

Investigación 1 en Ciudad Madero, Tamaulipas. Por cuanto hace al informe 
solicitado por parte del ASESOR JURIDICO   

, hago de su conocimiento que el citado profesionista ha 

presentado su renuncia causando baja laboral”. 
 

 

4. Mediante oficio número 302/2023, de fecha 23 de enero del 

año en curso signado por la C. Mtra. , 

Fiscal de Distrito Zona Sur de la Fiscalía General de Justicia del 
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Estado de Tamaulipas, con residencia en Tampico, Tamaulipas, 

mediante el cual rinde informe relacionado con la queja presentada 

por la C. , en el que se señala en su 

parte medular lo siguiente: 

“le informo que en la Unidad General de Investigación número 1 en Ciudad 

Madero a cargo de la , Agente del 

Ministerio Público, se inició la carpeta de investigación  en fecha 

10 de septiembre del 2019, por el delito de hostigamiento sexual, en 
agravio de la víctima , en contra de 

; por lo que derivado de la solicitud realizada se 

especifica y precisa lo siguiente: 1.- ¿Son ciertos o no los actos u 

omisiones que se le imputa? Son falsos los actos de omisión, se han 

realizado cuantas diligencias han sido necesarias para llegar a la veracidad 

de los hechos, aunado a que se encuentra con informe pendiente de 
allegar a los autos, y que la víctima establezca circunstancias de tiempo y 

lugar. 2.- ¿De acuerdo con la pregunta anterior, indique cuáles son los 

antecedentes, motivaciones y fundamentos que sirvieron o han servido 

como base a su actuación del citado servidor público?; Se han realizado 

diversos requerimientos a la víctima a fin de que comparezca y 

proporciones las circunstancias de tiempo y lugar de la comisión del hecho 
delictivo, esto a fin de que en caso de que se solicite una audiencia inicial 

estar en condiciones de realizar la imputación de los hechos al imputado, 

en términos de lo que establece el artículo 311 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, sin que hasta la fecha se haya dado cumplimiento 

a dichos requerimientos. 3. - ¿Que señale cualquier otro dato o datos que 

considere pertinentes a fin de arribar a la verdad histórica de los hechos 

materia de la presente queja? Se encuentra pendiente de allegar a los 
autos el informe solicitado al Instituto Tecnológico de Ciudad Madero, en 

relación a información relativa a la relación de subordinación que existió 

entre la víctima y el imputado, así como establecer circunstancias de 

tiempo y lugar de los hechos denunciados, tal y como se desprenden de 

las actuaciones que obran agregadas a los autos de la presente carpeta de 

investigación.” 

 

5. Del informe rendido por las autoridades señaladas como 

responsables, se le dio vista a la parte promovente para que 

expresará lo que a su interés conviniera, y en el mismo acto se 

ordenó la apertura de un periodo probatorio consistentes en diez 

días hábiles, circunstancias que se hizo del conocimiento a las partes 

por si fuera el caso que desearan aportar alguna prueba de su 
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intención, de acuerdo a lo dispuesto por el Artículo 37 de la Ley que 

rige a esta Comisión. 

 

6. Dentro del procedimiento se ofrecieron y 

desahogaron los siguientes medios de prueba:   

  

6.1. Pruebas aportadas por la parte quejosa: 

 

6.1.1. Comparecencia de la parte promovente la C.  

, de fecha 31 de enero del 2023, a quien se le 

dio vista del informe de la autoridad, quien manifestó lo siguiente: 

“…Que en este acto me doy por notificada y recibo copia simple del 

informe rendido por la C. Mtra. , Fiscal de 

Distrito Zona Sur mediante oficio número 302/2023, por lo que deseo 
señalar que respecto al punto 2 del citado informe, no es verdad que se 

me han realizado los requerimientos para que comparezca a proporcionar 

las circunstancias de tiempo y lugar ante la Unidad General de 

Investigación No. 1 con residencia en Ciudad Madero, Tamaulipas; 

señalando que la suscrita no tuve el apoyo necesario por parte de quien 

fuera mi asesor victimal por parte de la Comisión de Atención a Víctimas 

de la zona sur, por lo que he solicitado nuevamente el apoyo por parte de 
la Comisión de Atención a víctimas estando pendiente que se me asigne 

un nuevo asesor victimal, ya que el día de ayer fui atendida por el 

Licenciado  de dicha dependencia quien me informó que ellos 

habían solicitado copias de la carpeta de investigación número  

radicada ante la Unidad General de Investigación No. 1 con residencia en 

Ciudad Madero, Tamaulipas, a fin de que se me brinde el apoyo legal y se 
impulse la tramitación de la citada carpeta de investigación. Así mismo, 

deseo señalar que me encuentro recibiendo apoyo psicológico y atención 

especializada en el Hospital Psiquiátrico de esta ciudad, por lo que deseo 

aportar como pruebas el dictamen emitido por la psicóloga y la psiquiatra 

que me están atendiendo con ello se demuestra la afectación que he 

sufrido la suscrita por los hechos denunciados en la carpeta de 

investigación señalada en líneas anteriores. De igual modo, manifiesto que 
me doy por enterada de la apertura del periodo probatorio dentro del 

presente procedimiento de queja.- Siendo en este acto todo lo que 

deseamos manifestar, solicitando se continué con el trámite de la presente 

queja…” 
 

6.1.2. Comparecencia de la parte promovente la C.  

 de fecha 9 de octubre del 2023, quien manifestó 

lo siguiente: 
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“… Que acudo a fin de proporcionar copias simples de la Carpeta de 

investigación número  iniciada en la Agencia del Ministerio 

Público Adscrita a la Unidad General de Investigación Número 1 en Ciudad 

Madero, Tamaulipas, misma que fue remitida por incompetencia a la 
Fiscalía Especializada en la Investigación de los Delitos contra Niñas, 

Niños, Adolescentes y Delitos contra Mujeres por Razones de Género, 

ubicada en Altamira, Tamaulipas, en donde fue registrada bajo el número 

de expediente , por lo que es mi deseo que se agreguen al 

presente expediente de queja copias simples a partir de la foja 223 hasta 

la 274 las cuales fueron expedidas a mi favor por parte de la Licenciada 
, Agente del Ministerio Público adscrita a la Fiscalía 

Especializada en la Investigación de los Delitos contra Niñas, Niños, 

Adolescentes y Delitos contra Mujeres por Razones de Género con sede en 

Altamira, Tamaulipas, lo anterior para que sean valoradas por este 

organismo defensor de los derechos humanos y para los efectos legales 

conducentes. Señalando además la suscrita que la semana pasada 
comparecí ante la Fiscalía Especializada de Altamira, Tamaulipas en donde 

fue entrevistada por un Policía Investigador quien me recabó la entrevista 

en donde se especificó las circunstancias tiempo y lugar. Manifestando que 

en la citada diligencia estuve acompañada en todo momento por el 

Licenciado , Asesor victimal adscrito al Centro Regional de 

Atención a Víctimas de la zona conurbada, por lo que considero que dicho 

profesionista está desarrollando su labor con empeño, de lo cual tengo la 
esperanza y confianza de que continué de esta forma y que no se vuelvan 

a presentar situaciones de negativa de asistencia como lo que sucedió con 

los otros asesores victimales que anteriormente me fueron designados 

dentro de la Carpeta de investigación número ..." 

 

6.2. Pruebas obtenidas por parte de este Organismo. 

 

6.2.1.- Documental consistente en oficio número número 

FGJ/562/2023 de fecha 02 de febrero del año en curso, signado por 

la C. Lic. , Agente del Ministerio Público 

adscrito a la Unidad General de Investigación Número 1 en Ciudad 

Madero, Tamaulipas, mediante el cual adjunta un juego de copias 

debidamente autenticadas de la carpeta de investigación número 

, iniciada en contra del ciudadano , 

por el delito de hostigamiento sexual, cometido en agravio de la 

ciudadana , constantes de 0223 

fojas útiles. 
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6.2.2. Documental consistente en oficio  número 

FGJ/FEAI/DQPAD/M3/0256/2023, de fecha 9 de febrero del 2023, 

suscrito por la Licenciada , Agente del 

Ministerio Público adscrita a la Dirección de Quejas, Procedimientos 

Administrativos y Dictaminación de la Fiscalía Especializada en 

Asuntos Internos, mediante el cual informa fundamentalmente lo 

siguiente: 

“su oficio número 076/2023, de fecha 10 de enero del 2023 fue agregado 

al expediente de queja , iniciado en esta Dirección de Quejas, 

Procedimientos Administrativos y Dictaminación de la Fiscalía 

Especializada en Asuntos Internos de fecha 10 de enero del presente año, 

con motivo de la recepción del correo electrónico enviado por la Ciudadana 

, mediante el cual presenta queja en 

contra de la Licenciada , Agente del Ministerio 
Público por posibles irregularidades en el desempeño de sus funciones, el 

cual se encuentra en trámite”. 

 

6.2.3. Documental consistente en oficio número 

SGG/SLSC/CEAVT/DAJ/CRAVZC/1374/2023, recepcionado en fecha 22 de 

mayo del año en curso, signado por la C. Licenciada  

, encargada del Centro Regional de Atención a Víctimas zona 

conurbada con residencia en Altamira, Tamaulipas, en el cual señala lo 

siguiente: 

“Que el Profesionista en Derecho , quién se 

encontraba adscrito a ésta Comisión en la Zona Conurbada, ha presentado 
su renuncia, causando baja laboral en fecha 15 de enero del año 2023, 

derivado de lo anterior y ante la solicitud de asesoría jurídica como parte 

de una ASISTENCIA INTEGRAL a favor de la Ciudadana  

  , se designó para su atención y seguimiento 

jurídico al Profesionista , a quién se le ha 

solicitado realice un informe sobre las acciones realizadas dentro de la 
Carpeta de investigación , lo anterior mediante oficio 

SGG/SLSG/CEAVT/DAU/CRAVZC/471/2023 y 

SGG/SLSG/CEAVT/DA//CRAVZC/1371/2023 respectivamente. Estimo 

pertinente agregar que se han otorgado tres citas vía telefónica a favor de 

la Ciudadana  pero han sido canceladas y diferidas en 

atención al horario laboral de la prenombrada y a las audiencias señaladas 

por la Unidad de Seguimiento de Causas de la Sexta Región Judicial con 
apercibimiento de multa para el Asesor Jurídico por inasistencia. En este 

mismo orden de ideas, y para efecto de integrar debidamente el 
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Expediente General de la Ciudadana  

en el Sistema Estatal de Registro de Victimas y garantizar el acceso a los 

mecanismos de apoyo, ayuda y asistencia como víctima del delito, se 

solicitó al Agente del Ministerio Público adscrito a la Unidad General de 
Investigación Uno en Ciudad Madero, Tamaulipas, se nos hiciera llegar 

oficio/documento como autoridad investigadora en el cuál se le otorgue el 

reconocimiento de calidad de victima directa a la denunciante, y 

especifique el ilícito criminal que se investiga, haciéndonos llegar oficio 

687/2023 en el cual informa que la C.  se 

le tiene como víctima directa por denuncia presentada por comparecencia 
la cual denuncia al C.  por el delito de acoso sexual. 

Por cuanto hace a la atención psicológica y tratamiento psicoterapéutico a 

favor de la ciudadana, como parte de una asistencia integral, se solicitó 

informe Director Médico del Hospital Psiquiátrico bajo los principios de 

secrecía y confidencialidad para garantizar el acceso a este servicio. No 

omito agregar que tomando en consideración lo manifestado por la 
Ciudadana , respecto a sus horarios 

laborales y la distancia en la cual se encuentra nuestra Oficina Centro 

Regional de Atención a Víctimas en el Centro Integral de Justicia en 

Altamira Tamaulipas, y toda vez que la normatividad que regula nuestro 

actuar nos faculta para solicitar la colaboración de instituciones públicas de 

los tres niveles de gobierno, es que a través de una coordinación 

interinstitucional, se solicitó la intervención y apoyo del Instituto de la 
Mujer, en Ciudad Madero como se muestra en adjunto…“ 

 

 

6.2.4.- Documental consistente en oficio número 2935, recibido 

en fecha 14 de agosto del 2023, signado por la C. Licenciada  

, Agente del Ministerio Público Adscrito a la 

Unidad General de Investigación Número 1 en Ciudad Madero, 

Tamaulipas, mediante el cual informa lo siguiente:  

“…dentro de la citada carpeta de investigación recayó un Acuerdo de 

Incompetencia a favor de la Fiscal Especializado en la Investigación de los 

Delitos contra Niños, Niñas y Adolescentes y de Delitos contra Mujeres por 

Razón de Género en fecha 17 de Mayo del año 2023, motivo por el cual no 

es posible remitir las copias autenticadas que solicita…” 

 

7. Una vez agotado el periodo probatorio, el presente expediente 

quedó en estado de resolución y de cuyo análisis se obtuvieron las 

siguientes: 
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C O N C L U S I O N E S: 

 

PRIMERA. Esta Comisión es competente para conocer la 

presente queja presentada por la C.      

, por tratarse de actos u omisiones presuntamente 

violatorias de derechos humanos, imputados a servidores públicos 

que actúan en la entidad, al tenor de lo dispuesto en los artículos 

102 apartado “B” de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 3, 8 fracciones I, II, III y IV de la Ley de la Comisión de 

Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas. 

 

SEGUNDA. No se advierte en el presente controvertido que se 

actualice alguna causal de improcedencia a que se refiere el artículo 

9 de la Ley que rige a este Organismo, por lo que se procede a 

realizar el estudio de los motivos de inconformidad planteados. 

 

TERCERA. La parte promovente reclama en concepto de 

agravio, violaciones al Derecho a la Seguridad Jurídica, de acuerdo a 

lo dispuesto por los Artículos 1º, 17, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, así como en lo establecido dentro de los 

artículos 7º, 8º, 23, y 25 de la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, de conformidad con el numeral 8.1 de la Convención 

Americana de Derechos Humanos, los que reconocen y tutelan que 

toda persona sea oída por un juez o tribunal en la sustanciación de 

cualquier juicio, quienes deberán emitir sus resoluciones de manera 

pronta, completa e imparcial, además en la Ley de Protección a las 

Víctimas para el Estado de Tamaulipas; los que en esencia reconocen 

el derecho que tiene todo gobernado de que las autoridades del 
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Estado procuren una justicia en forma pronta, completa y expedita, 

garantizando a las víctimas del delito una investigación pronta y 

eficaz que conlleve a la verdad de lo ocurrido acerca de los hechos 

en que les fueron violados sus derechos humanos. 

 

CUARTA. En cuanto a la denuncia que planteó la promovente 

por la negativa de asistencia a víctimas de delito, en contra del 

Licenciado , asesor jurídico de la Comisión 

Estatal de Atención a Víctimas, la aquí quejosa expresó su deseo de 

presentar formal queja en contra de dicho asesor al referir tener 

dificultades para que se le brindara el apoyo legal por parte del 

mismo dentro de la NUC , ya que dicho servidor público no 

tenía contacto con ella y al lograr ubicarlo la envió sin asistencia a la 

Unidad de Investigación para que hiciera “presión” ya que él se 

encontraba ocupado, así también que le pedía cita sin embargo le 

respondía que no podía atenderla ya que tenía audiencias, además 

de hacer caso omiso a sus mensajes que le enviaba para saber 

acerca de los avances de la investigación. 

 

Al respecto de lo anterior, la Jefa del Departamento de la 

oficina de Atención a Víctimas con sede en Altamira, Tamaulipas, 

informó a través del oficio número 

SGG/SLSC/CEAVT/DAJ/CRAVZC/164/2023 en fecha 19 de enero 

del 2023, que se acepta la propuesta conciliatoria planteada, 

manifestando que esa Comisión se encuentra en total disposición 

de otorgar asistencia integral a favor de la C.  

 , señalando día y fecha para brindar el 

acompañamiento por parte de personal adscrito a esa Comisión a 

la promovente a la Unidad General de Investigación 1 en Ciudad 
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Madero, Tamaulipas. Por cuanto hace al informe solicitado por 

parte del asesor jurídico   , hace de 

conocimiento que el citado profesionista ha presentado su 

renuncia causando baja laboral. 

 

A raíz de la queja interpuesta, la Jefa del Departamento de la 

oficina de Atención a Víctimas con sede en Altamira, Tamaulipas, 

realizó la acciones correspondientes para efecto de que se 

brindara una atención a la quejosa, esto es, el designarle un 

abogado para que la asistiera en la Carpeta de Investigación, 

siendo éste el C. Lic. , mismo que 

por referencia de la misma quejosa ha estado conforme con la 

atención brindada, a la vez solicitando se le siga brindando la 

asistencia de dicho profesionista, esto dentro de su 

comparecencia de fecha 17 de agosto del año en curso. 

 

Deduciéndose con lo anteriormente señalado que la situación y 

problemática planteada por la promovente fue atendida 

oportunamente con el apoyo y la intervención directa de la Jefa del 

Centro Regional de Atención a Víctimas Zona Conurbada; por lo que 

se considera que el motivo de la queja ha desaparecido, en razón de 

ello nos encontramos en el supuesto establecido en el Artículo 47 

fracción IV de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del 

Estado de Tamaulipas, que a la letra dice: “Artículo 47.- Los 

acuerdos de sobreseimiento son las resoluciones mediante las cuales 

se suspenden o termina el procedimiento y se ordena el archivo del 

expediente de queja por: [….] IV.- Cualquier otra causa que haga 

desaparecer sustancialmente la materia de la queja.” En razón de lo 

anterior lo procedente es emitir el correspondiente Acuerdo de 
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Sobreseimiento por lo que respecta única y exclusivamente a la 

autoridad señalada en la presente conclusión. 

 

      QUINTA. En cuanto a la inconformidad de la promovente de esta 

vía por hechos presuntamente violatorios a sus derechos humanos, 

imputados a la Agente del Ministerio Público del Procedimiento Penal 

Acusatorio y Oral, adscrita a la Primera Unidad General de 

Investigación de Ciudad Madero, Tamaulipas, donde señala en 

esencia que presentó denuncia de hechos en el mes de septiembre 

del año 2019, en contra del C. , por hechos 

posiblemente constitutivos de delito, los cuales fueron radicados 

como número de carpeta de Investigación número , por el 

delito de hostigamiento sexual, cometido en su agravio, la cual 

desde diciembre del  año 2020 tuvo poco avance y una total dilación, 

dado que si bien es cierto se le hicieron requerimientos a la C.  

, a fin de que presentara indicios, datos o 

elementos de prueba pertinentes en relación a los hechos 

denunciados, la promovente manifestó mediante acta de entrevista 

recabada en días posteriores al registro de su denuncia, que no 

proporcionaría su teléfono celular ya que por error borró los 

mensajes y tampoco presentaría testigos presenciales ya que no los 

tenía. 

 

Cabe señalar que a partir de fecha 15 de septiembre del 2020, la 

Licenciada , fue la Agente del Ministerio 

Público del Procedimiento Penal Acusatorio y Oral adscrita a la 

Primera Unidad General de Investigación de Ciudad Madero, 

Tamaulipas, que estuvo a cargo de la integración de la carpeta de 

investigación número  y dentro de la misma se 
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recepcionaron varios escritos del Licenciado   

, en su carácter de asesor victimal, así como escritos 

firmados por la C. , en los cuales 

solicitaban a esa Fiscalía resolver la presente indagatoria, de lo cual 

se observa que fue a partir de fecha 20 de septiembre del 2022 que 

se acordó comunicarle a la promovente que se señalaban día y hora 

hábil para que compareciera ante dicha Fiscalía en compañía de su 

asesor victimal, el Licenciado , a fin de que 

precisara las circunstancias de tiempo y lugar en que sucedieron los 

hechos que denunció en su agravio, así como cualquier otro dato de 

prueba con los que cuente para la debida integración de la carpeta 

de investigación, de lo cual se denota que transcurrieron 

aproximadamente dos años para que se le hiciera dicho 

requerimiento a la C. ; además de 

que continuaba en la primera etapa de investigación, sin que pudiera 

tener resultados favorables la investigación, por lo que en el plazo 

aproximado de 2 años con 5 meses en que la prenombrada servidora 

pública estuvo integrando la carpeta de investigación existen 

periodos de inactividad, lo que constituye un rezago injustificado en 

el trámite de la misma y la falta de resolución eficaz, con lo que se 

trasgrede su derecho humano de acceso a la justicia. 

 

SEXTA. De la integración del presente expediente de queja, se 

pudieron obtener y recibir los informes que son rendidos por los 

servidores públicos implicados, dentro de los cuales niegan lo 

reclamado por la promovente; por lo que no obstante de la 

intervención inicial de este Organismo a través de propuestas 

conciliatorias para dar continuidad, seguimiento y la debida 
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integración de la Carpeta de Investigación, la autoridad responsable 

estableció que son falsos los actos de omisión. Reiterando que se 

han realizado diversos requerimientos a la víctima a fin de que 

comparezca y proporcione las circunstancias de tiempo y lugar de la 

comisión del hecho delictivo, esto en caso de que se solicite una 

audiencia inicial estar en condiciones de realizar la imputación de los 

hechos al imputado, en términos de lo que establece el artículo 311 

del Código Nacional de Procedimientos Penales. Por lo que la 

autoridad precisó que su actuación se ha realizado conforme a 

derecho, atendiendo los lineamientos que marca la ley, llevándose a 

cabo las diligencias necesarias y correspondientes con motivo de los 

hechos denunciados por la C. . 

 

SÉPTIMA. Cabe señalar que este Organismo obtuvo copias 

certificadas de la carpeta de investigación número , 

radicada en la Agencia del Ministerio Público del Procedimiento Penal 

Acusatorio y Oral Adscrito a la Primera Unidad General de 

Investigación de Ciudad Madero, Tamaulipas, y su análisis permitió 

constatar el desahogado de diversas actuaciones ministeriales las 

cuales resulta relevante exponer en el siguiente orden cronológico: 

 

Fecha de Diligencia Diligencia realizada Ministerio Público responsable 

de la investigación 

10 de septiembre del 2019 Denuncia por parte de la C.  

 

Lic.  

10 de septiembre del 2019 Aceptación del cargo de asesor victimal Lic.  

10 de septiembre del 2019 Acuerdo de inicio de Carpeta de 

Investigación 

Lic.  

10 de septiembre del 2019 Vista a la Directora del Instituto 

Municipal de la Mujer para su 

intervención 

Lic.  

15 de septiembre del 2019 Se realiza oficio a la Policía 

Investigadora a fin de que se avoquen 

a la investigación de los hechos 

efectuando la entrevista a la 

Lic.  
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denunciante y obtener mayores datos, 

así como otras diligencias. 

19 de septiembre del 2019 Solicitud de Perito en Psicología para 

examinar a la denunciante. 

Lic.  

20 de septiembre del 2019 Se emiten medidas protección a la 

víctima 

Lic  

20 de septiembre del 2019 Notificación de medidas de protección Lic.  

20 de septiembre del 2019 Se recibe oficio por parte del 

Coordinador de la Policía Investigadora 

Lic.  

27 de septiembre del 2019 Informe de resultados de oficio de 

investigación por parte de la Policía 

Investigadora. 

Lic.  

03 de octubre del 2019 Oficio emitido por la parito en 

psicología en donde notifica la fecha de 

realización del dictamen psicológico a 

realizar a la denunciante. 

Lic.  

06 de octubre del 2019 Constancia de llamada telefónica a 

denunciante para la elaboración del 

dictamen pericial en psicología. 

Lic.  

10 de octubre del 2019 Solicitud de copias de la denunciante.  Lic.  

10 de octubre del 2019 Acuerdo acerca de las copias 

solicitadas. 

Lic.  

23 de octubre del 2019 Entrega de copias. Lic.  

30 de octubre del 2019 Solicitud de copias de la denunciante. Lic.  

30 de octubre del 2019 Acuerdo acerca de las copias 

solicitadas. 

Lic.  

25 de noviembre del 2019 Se acuerda notificar al imputado para 

efecto de que rinda su versión acerca 

de los hechos. 

Lic.  

25 de noviembre del 2019 Oficio al Instituto Tecnológico de Cd. 

Madero, Tamps. para requerir 

información de, procedimiento que se 

iniciara en contra del imputado. 

Lic.  

30 de noviembre del 2019 Se recibe informe pericial del dictamen 

psicológico practicado a la 

denunciante. 

Lic.  

04 de diciembre del 2019 Constancia de notificación al imputado Lic.  

05 de diciembre del 2019 Solicitud del imputado de cambio de 

fecha de diligencia. 

Lic.  

10 de diciembre del 2019 Se acuerda nueva fecha para rendir su 

versión el imputado 

Lic.  

11 de diciembre del 2019 Se recibe respuesta del Instituto 

Tecnológico de Cd. Madero, Tamps. 

Lic.  

18 de diciembre del 2019 Constancia de toma de placas 

fotográficas. 

Lic  

13 de enero del 2020 Se recaba declaración a imputado. Lic  

13 de enero del 2020 Se acuerdan copias solicitadas por la 

defensa. 

Lic.  

23 de enero del 2020 Se solicita a la CEAV tratamiento y/o 

terapia psicológica a la denunciante 

Lic.  

13 de enero del 2020 Constancia de toma de placas 

fotográficas. 

Lic.  
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14 de febrero del 2020 Acuerdo de expedición de copias. Lic  

18 de febrero del 2020 Comparecencia de la denunciante para 

recepción de copias 

Lic.  

18 de febrero del 2020 Notificación a denunciante para efecto 

de que aporte indicios, datos o 

elementos de prueba 

Lic.  

26 de febrero del 2020 Se emiten medidas de protección Lic.  

27 de febrero del 2020 Se solicita vigilancia del domicilio de la 

denunciante. 

Lic  

10 de marzo del 2020 Escrito de abogado defensor. Lic. . 

13 de marzo del 2020  Acuerdo respecto a escrito de abogado 

defensor del 10 de marzo del 2020. 

Lic. . 

14 de marzo del 2020 Acta de entrevista a testigo  

. 

Lic.  

14 de marzo del 2020 Acta de entrevista a testigo  

. 

Lic. . 

28 de marzo del 2020 Se rinde informe de la Policía Estatal 

respecto a medidas de protección. 

Lic.  

20 de agosto del 2020 Se recibe informe de atención a 

denunciante por parte del Instituto 

Municipal de la Mujer. 

Se desconoce al no obrar acuerdo 

alguno. 

28 de agosto del 2020 Solicitud a la Coordinación de Servicios 

Periciales para elaborar perfil 

psicológico del imputado. 

Lic . 

16 de octubre del 2020 Se recibe escrito del asesor victimal 

solicitando copias. Y solicita oficio 

recordatorio para la realización del 

perfil psicológico al imputado. 

Lic. . 

21 de octubre del 2020 Oficio recordatorio a la Coordinación de 

Servicios Periciales para la remisión del 

resultado del perfil psicológico del 

imputado. 

Lic. . 

04 de noviembre del 2020 Entrega de copias. Lic. . 

20 de noviembre del 2020 Se informa fecha de examen 

psicológico al imputado. 

Lic. . 

21 de noviembre del 2020 Se notifica a defensor particular acerca 

de la práctica del dictamen pericial en 

psicología. 

Lic . 

28 de noviembre del 2020 Notificación a imputado para la 

realización del perfil psicológico. 

Lic. . 

30 de noviembre del 2020 Se recibe escrito del imputado. Lic. . 

01 de diciembre del 2020 Se solicita nuevamente perito en 

psicología para examinar al imputado. 

Lic . 

04 de marzo del 2021 Se recibe resultado de informe 

psicológico del imputado. 

Lic. . 

09 de marzo del 2021 Se recibe escrito del asesor victimal Lic. .  

12 de marzo del 2021 Acuerdo a petición del asesor jurídico 

del 09 de marzo del 2021 

Lic . 

12 de marzo del 2021 Solicitud de ejercicio de la acción penal 

por parte del asesor victimal. 

Lic. . 

19 de marzo del 2021  Se solicita de nueva cuenta realización 

de dictamen de perfil psicológico.  

Lic. . 
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23 de marzo del 2021 Se recibe informe de Perito en 

psicología 

Lic. . 

29 de marzo del 2021 Solicitud de copias por parte del asesor 

jurídico 

Lic. . 

02 de agosto del 2021 Solicitud del asesor jurídico a efecto de 

que se resuelva la carpeta. 

Lic. . 

18 de noviembre del 2021 Nueva solicitud del asesor jurídico a 

efecto de que se resuelva la carpeta. 

Lic. . 

22 de febrero del 2022 Solicitud de copias del asesor victimal Lic. . 

09 de junio del 2022 Se envía oficio al Director del Hospital 

psiquiátrico de Tampico. Para notificar 

a   a 

efecto de que se le entreviste. 

Lic. . 

16 de junio del 2022 Solicitud de copias de la quejosa. Lic.  

16 de junio del 2022 Acta de entrevista a la C.  

 

Lic. . 

27 de junio del 2022 Solicitud de copias de la quejosa. Lic. . 

08 de agosto del 2022 Solicitud de copias de la quejosa. Lic. . 

08 de agosto del 2022 Denunciante solicita se resuelva la 

Carpeta de Investigación. 

Lic. . 

30 de agosto del 2022 Acta de entrevista a la C.  

. 

Lic. . 

15 de septiembre del 2022 Solicitud de copias de la quejosa. Lic . 

15 de septiembre del 2022 Denunciante solicita se resuelva la 

Carpeta de Investigación. 

Lic. . 

20 de septiembre del 2022 Se acuerda solicitar a la denunciante 

que precise circunstancias de tiempo y 

lugar. 

Lic. . 

14 de octubre del 2022 Asesor victimal solicita se resuelva la 

Carpeta de Investigación. 

Lic. . 

14 de diciembre del 2022 Se acuerda solicitar a la denunciante 

que precise circunstancias de tiempo y 

lugar. 

Lic. . 

03 de enero del 2023 Constancia de comparecencia de la 

denunciante. 

Lic. . 

03 de enero del 2023 Se emite oficio a la Policía 

Investigadora a fon de que se avoquen 

a la búsqueda y localización del C. 

. 

Lic. . 

17 de enero del 2023 Solicitud al Director del Instituto 

Tecnológico de Cd. Madero. 

Lic. . 

19 de enero del 2023 Se recibe informe por parte de la 

Policía Investigadora. 

Lic. . 

24 de enero del 2023 SE recibe informe de COMAPA Lic . 

25 de enero del 2023 Se recibe informe de Director del 

Instituto Tecnológico de Cd. Madero. 

Lic. . 

27 de enero del 2023 Se recibe oficio de CEAV Lic. . 
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Relatados en forma sintética los autos que integran la  NUC 

, es de considerarse que, si bien al momento de la 

interposición de la queja la persona responsable de la investigación 

lo era la C. Lic.   , se considera 

procedente el valorar los actos de investigación realizados desde el 

inicio de la denuncia presentada por la aquí quejosa, de acuerdo a 

cada una de las autoridades que llevaron a cabo la integración de la 

carpeta. 

 

Una vez plasmado lo anterior la denuncia fue presentada 

por la C.   en fecha 10 de 

septiembre del año 2019, la carpeta de investigación fue iniciada 

por el C. Lic. , quien en esa época 

era el Agente del Ministerio Público adscrito a la Unidad General de 

Investigación No. 1 de la Fiscalía General de Justicia del Estado de 

Tamaulipas en Ciudad Madero, Tamaulipas, se aprecia de los autos 

de la carpeta que una vez presentada la denuncia realizó actos de 

investigación como lo fueron el oficio de investigación a la Policía 

Investigadora, realización de dictamen psicológico a la denunciante, 

medidas de protección a la víctima, sin embargo durante el mes de 

octubre no se realizaron propiamente actos de investigación ya que 

lo único que se realizó fue la recepción de informes y solicitudes por 

parte de la denunciante, no fue sino hasta el 25 de noviembre del 

2019 cuando acordó notificar al imputado, posteriormente durante 

el mes de diciembre del 2019 y enero del 2020 se avocó a las 

diligencias con respecto al imputado sin atender alguna otra línea de 

investigación tendiente a dilucidar los hechos distinta a la que se 

pudiera obtener o no con la versión del imputado, la búsqueda de 
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datos como testigos, o informes telefónicos que nos diera la certeza 

de la comunicación existente entre el imputado y la denunciante, 

entre otras circunstancias que pudieren derivarse y que se 

encuentran facultados de acuerdo al artículo 212 del Código Nacional 

de Procedimientos Penales, es decir tomar como base la declaración 

de la denunciante y derivar los datos necesarios para esclarecer los 

hechos, sin embargo no fue así. De la misma forma en el mes de 

febrero del mismo año se limitaron a dar trámite administrativo de 

expedición de copias, medidas de protección y solicitud a la 

denunciante de datos de prueba sin tener la iniciativa de indagar por 

su parte con líneas alternas de investigación, conociendo el asunto 

hasta el 27 de febrero del año 2020, por lo que dicha autoridad no 

respetó el principio de que toda investigación deberá de realizarse de 

manera inmediata, eficiente, exhaustiva profesional, orientada a 

explorar todas las líneas de investigación posible que permitan 

allegarse datos para el esclarecimiento de los hechos que la ley 

señala como delito tal y como se desprende del contenido del 

artículo 212 del Código Nacional de Procedimientos Penales 

 

Ahora bien a partir del día 10 de marzo del año 2020 se 

aprecia movimiento en la Carpeta de Investigación ahora llevada 

a cabo por la C. Lic. , quien los únicos 

actos de investigación consistieron en recabar entrevista a los 

testigos  aportados por el imputado el 14 de marzo de dicho año 

además de recibir informes, cabe destacar que a partir de esta 

fecha no existieron actos de investigación y dejó pasar 5 meses 

hasta que la carpeta fuera trasladada su responsabilidad a la C. 

Lic. , esto aproximadamente el día 
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28 de agosto del 2020, según constancia que obra en el 

expediente, desconociéndose desde cuándo se le realizó entrega 

material de la carpeta al no obrar diligencia al respecto por ello es 

que se considera a partir de esa fecha. 

 

Acto seguido, una vez puesta a disposición de la C. Lic. 

  , la carpeta de investigación se 

solicitó perfil psicológico del imputado en fecha 28 de agosto del 

2020, posterior a ello existe una inactividad del expediente de un 

mes y medio hasta el día 16 de octubre en que el asesor 

victimal solicita copias y oficio recordatorio acerca del perfil 

psicológico del imputado el cual fuera enviado el día 21 del 

mismo mes y año. Posterior a ello en los meses de noviembre no 

se realizaron avances sustanciales en la carpeta ya que no se 

obtuvo el perfil psicológico del imputado y no se indagó alguna 

otra circunstancia; existiendo otra inactividad por el término 

aproximado de poco más de tres meses desde la última 

actuación de fecha 01 de diciembre del 2020 hasta la recepción 

del resultado del perfil psicológico en fecha 04 de marzo del 

2021, continuando la autoridad con acciones administrativas 

hasta el 29 de marzo del 2021 en que el asesor solicitó copias. 

 

Siguiendo con la secuencia de hechos la autoridad 

encargada de la investigación presentó otro período de 

inactividad sin justificación alguna desde el 29 de marzo del 2021 

al 02 de agosto del mismo año en que el asesor solicitó el 

ejercicio de la acción penal, posteriormente no aconteció nada en 

el expediente hasta el 18 de noviembre en que el asesor de 
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nueva cuenta solicita la acción penal, luego solicitud de copias del 

mismo asesor en fecha 22 de febrero del año 2022, hasta que, en 

fecha 09 de junio de ese año se envió oficio al Hospital 

Psiquiátrico de Tampico, en otras palabras se apreció un período 

de inactividad de actos de investigación material durante el lapso 

de 14 meses. 

 

Se aprecia además que se realizaron las entrevistas a la C. 

 en fecha 16 de junio del 2022, 

sin embargo luego de esto existe otro período de inactividad de 

investigación de aproximadamente un mes y medio hasta que se 

realiza entrevista de la C.    . Se 

aprecia que en fecha 20 de septiembre del 2022 se le solicita a la 

denunciante precise circunstancias de tiempo y lugar, es decir 

dos años después de que la Agente del Ministerio Público tomara 

la carpeta de investigación, lo cual evidencia la falta de 

conocimiento del contenido de la misma y la falta de cuidado en 

su integración, no obstante ello vuelve a requerirla en fecha 14 

de diciembre del mismo año. 

 

A partir del 03 de enero del año 2023 que es cuando la 

denunciante acude ante la autoridad se giraron instrucciones a la 

Policía Investigadora para la búsqueda y localización del imputado 

y realiza nueva solicitud al Director del Instituto Tecnológico de 

Cd. Madero en fecha 17 de enero del mismo año, posterior a ello 

solo obran acciones administrativas de recepción de documentos 

sin ordenar diligencia alguna esto hasta que en fecha 17 de 

febrero del año en curso le fue ordenada la remisión del 
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expediente a diversa autoridad y la cual sólo la tuvo en su poder 

un corto tiempo ya que en fecha 23 de mayo del año en que 

transcurre fue remitido el expediente a la Fiscalía Especializada 

en la Investigación de los Delitos contra Niñas, Niños y 

Adolescentes y Delitos cometidos contra las Mujeres por razón de 

Género, la cual fuera radicada con el número  ante la 

Fiscalía referida con sede en Altamira, Tamaulipas. 

 

En efecto, de acuerdo a las consideraciones realizadas 

respecto de las constancias que obran en la carpeta de investigación 

número   dentro de los lapsos aludidos, se acredita que el 

órgano investigador no condujo eficaz y diligentemente la 

investigación para demostrar la existencia o no del delito y la 

responsabilidad del imputado, en desapego a lo previsto en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la legislación 

aplicable en la materia y en consecuencia esa inadecuada prestación 

del servicio público en materia de procuración de justicia genera un 

perjuicio a la impetrante en su calidad de víctima directa para 

garantizarle su derecho de acceso a la justicia. Ciertamente, toda 

persona tiene derecho a ser juzgada dentro de los plazos legalmente 

establecidos, y en ese orden de ideas, las autoridades involucradas 

en materia de procuración e impartición de justicia, tiene el deber de 

atender las solicitudes de las partes con prontitud y evitar dilaciones 

injustificadas. Así las cosas, una debida investigación de los hechos, 

se traduce en que las víctimas y sus familiares, así como la sociedad 

en general, tengan garantizado el derecho a conocer la verdad y, por 

tanto, que las víctimas tengan acceso a la justicia, y finalmente se 

les reparen los daños.  
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A. VIOLACIÓN AL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA 

JUSTICIA EN SU MODALIDAD DE PROCURACIÓN. 

 

OCTAVA. El acceso a la justicia es un derecho fundamental que 

reconoce el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y constituye la prerrogativa a favor de los 

gobernados de acudir y promover ante las instituciones del Estado 

competentes, la protección de la justicia a través de procesos que le 

permitan obtener una decisión en la que se resuelva de manera 

efectiva sobre sus pretensiones o derechos que estime le fueron 

violentados, en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo 

sus resoluciones de manera pronta, completa, imparcial y gratuita. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha señalado que la 

función del Ministerio Público que “Conforme a los artículos 21 y 102 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos el 

Ministerio Público tiene a su cargo la persecución e investigación de 

los delitos, lo que significa que es el único órgano estatal competente 

para formular e impulsar la acusación o imputación delictiva (...) los 

artículos constitucionales aludidos deben leerse en el sentido de que 

establecen obligaciones a cargo del Ministerio Público, de manera 

que la investigación y persecución de los delitos no constituyen una 

prerrogativa a su cargo y, por tanto, no puede renunciar a su 

ejercicio, el cual es revisable en sede constitucional (…)” 

 

El acceso a la justicia en su modalidad de procuración de justicia 

se encuentra reconocido en los artículos 1, 2, 7, fracciones I, III, V, 

VII, IX y X, 8, tercer párrafo, 10, 18, 19, 20 y 21 de la Ley General 

de Víctimas; y 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
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Humanos; 3, 8 y 10 de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos; XVIII de la Declaración Americana de los Derechos y 

Deberes del Nombre; 1, 2, 3, 4 y 6 de la “Declaración sobre los 

principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y 

abuso del poder” de las Naciones Unidas y 3, inciso b), inciso c), 10 

y 12, inciso c) de los “Principios y directrices básicos sobre el 

derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 

internacionales de derechos humanos”. 

 

El artículo 2° del Código Nacional de Procedimientos Penales, 

establece el objeto del proceso penal estableciendo las normas para 

la investigación inicial, esto con el propósito de esclarecer los 

hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede 

impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso 

a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto que 

surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a 

los derechos humanos. 

 

El artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos establece que “La investigación de los delitos corresponde 

al Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán bajo la 

conducción y mando de aquél en el ejercicio de esta función. El 

ejercicio de la acción penal ante los tribunales corresponde al 

Ministerio Público. La ley determinará los casos en que los 

particulares podrán ejercer la acción penal ante la autoridad judicial.” 

 

El artículo 131 del Código Nacional de Procedimientos Penales   

establece las  Obligaciones del Ministerio Público, siendo las 
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conducentes a la etapa de investigación inicial, las siguientes: “...I. 

Vigilar que en toda investigación de los delitos se cumpla 

estrictamente con los derechos humanos reconocidos en la 

Constitución y en los Tratados; …V. Iniciar la investigación 

correspondiente cuando así proceda y, en su caso, ordenar la 

recolección de indicios y medios de prueba que deberán servir para 

sus respectivas resoluciones y las del Órgano jurisdiccional, así como 

recabar los elementos necesarios que determinen el daño causado 

por el delito y la cuantificación del mismo para los efectos de su 

reparación; …VII. Ordenar a la Policía y a sus auxiliares, en el ámbito 

de su competencia, la práctica de actos de investigación conducentes 

para el esclarecimiento del hecho delictivo, así como analizar las que 

dichas autoridades hubieren practicado; … XVI. Ejercer la acción 

penal cuando proceda; …XXIII. Actuar en estricto apego a los 

principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, 

honradez, perspectiva de género y respeto a los derechos humanos 

reconocidos en la Constitución…” 

 

En concatenación a dicho artículo el numeral 109 del mismo 

ordenamiento establece los Derechos de las víctimas, en el que se 

señala lo siguiente: “II. A que el Ministerio Público y sus auxiliares 

así como el Órgano jurisdiccional les faciliten el acceso a la justicia y 

les presten los servicios que constitucionalmente tienen 

encomendados con legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, 

profesionalismo, eficiencia, perspectiva de género y eficacia y con la 

debida diligencia”. 
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Así mismo, el artículo 212 del Código antes citado, establece el 

deber de investigación del Ministerio Público, señalando que “Cuando 

el Ministerio Público tenga conocimiento de la existencia de un hecho 

que la ley señale como delito, dirigirá la investigación penal, sin que 

pueda suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los 

casos autorizados en la misma. La investigación deberá realizarse de 

manera inmediata, eficiente, exhaustiva, profesional e imparcial, 

libre de estereotipos y discriminación, orientada a explorar todas las 

líneas de investigación posibles que permitan allegarse de datos para 

el esclarecimiento del hecho que la ley señala como delito, así como 

la identificación de quien lo cometió o participó en su comisión.” 

 

El artículo 5 de la Ley General de Víctimas define el principio de 

debida diligencia como “El Estado deberá realizar todas las 

actuaciones necesarias dentro de un tiempo razonable para lograr el 

objeto de esta Ley, en especial la prevención, ayuda, atención, 

asistencia, derecho a la verdad, justicia y reparación integral a fin de 

que la víctima sea tratada y considerada como sujeto titular de 

derecho. El Estado deberá remover los obstáculos que impidan el 

acceso real y efectivo de las víctimas a las medidas reguladas por la 

presente Ley, realizar prioritariamente acciones encaminadas al 

fortalecimiento de sus derechos, contribuir a su recuperación como 

sujetos en ejercicio pleno de sus derechos y deberes, así como 

evaluar permanentemente el impacto de las acciones que se 

implementen a favor de las víctimas.” 

 

La CNDH estableció en la recomendación número 122VG /2023 

que existe un inadecuado acceso a la justicia en aquellos casos en 
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los cuales las personas servidoras públicas, servidores públicos 

encargados de la investigación y persecución de los delitos no actúan 

con la debida diligencia, omiten realizar las diligencias pertinentes 

para el esclarecimiento de los hechos delictivos, o las realizan de 

manera deficiente. 

 

Así mismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la 

sentencia del Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Suriname resolvió 

que “...En términos generales, la inactividad manifiesta en la 

investigación de graves violaciones a los derechos humanos 

“evidencia falta de respeto al principio de diligencia debida”...” 

 

Así mismo, en el Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El 

Salvador, la CIDH, resolvió que “el derecho de acceso a la justicia no 

se agota con el trámite de procesos internos, sino que éste debe 

además asegurar, en tiempo razonable, el derecho de la presunta 

víctima o sus familiares a que se haga todo lo necesario para 

conocer la verdad de lo sucedido y para que se sancione a los 

eventuales responsables”. Asimismo ha señalado que “una demora 

prolongada […] constituye en principio, por sí misma, una violación 

de las garantías judiciales” 

 

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene 

lo siguiente: ACCIÓN PENAL. EL PLAZO DE SEIS MESES PARA QUE 

EL MINISTERIO PÚBLICO LA REFORMULE, PREVISTO EN LOS 

ARTÍCULOS 160 Y 312, FRACCIÓN VII, DEL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES 

ABROGADO, RESULTA RAZONABLE. La Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación ha estimado que debe existir un plazo 
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que motive al Ministerio Público a cumplir con su obligación 

constitucional de emitir un pronunciamiento sobre el ejercicio o no 

ejercicio de la acción penal, como deriva de las consideraciones 

emitidas al resolver la contradicción de tesis 35/99, que originó la 

tesis de jurisprudencia 1a./J. 24/2001, (1) de rubro:  

"JUECES DE DISTRITO. ESTÁN FACULTADOS PARA APRECIAR 

SI HA TRANSCURRIDO UN PLAZO RAZONABLE PARA QUE EL 

MINISTERIO PÚBLICO EMITA ALGÚN PRONUNCIAMIENTO 

RESPECTO DEL EJERCICIO O NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN 

PENAL Y PARA, EN SU CASO, IMPONERLE UNO PARA QUE 

DICTE LA RESOLUCIÓN QUE CORRESPONDA COMO 

RESULTADO DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA."; por ello, se 

estima que el plazo de seis meses para que el Ministerio Público 

reformule el ejercicio de la acción penal, previsto en los artículos 

160 y 312, fracción VII, del Código de Procedimientos Penales para 

el Estado de Aguascalientes abrogado, resulta razonable, en virtud 

de que dicho órgano investigador en la etapa de averiguación 

previa tuvo un primer referente temporal -como mínimo tres años- 
regulado por la figura de la prescripción, para proponer el ejercicio 

de la acción penal y cuando considera satisfechos los presupuestos 

legales realiza la consignación al Juez correspondiente, quien de 

estimar que no se reúnen los exigencias del artículo 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, decide negar 

la orden de aprehensión o citación a preparatoria haciendo notar 

las deficiencias de la averiguación, para que en un segundo 

momento el fiscal investigador pueda enmendar, corregir y agregar 

lo necesario para reformularla. Plazo que se estima suficiente para 

que realice las acciones necesarias a efecto de lograr su cometido 

constitucional, pues de no existir, se trastocaría el derecho a la 

seguridad jurídica del que gozan tanto el inculpado como las 
víctimas del delito, ya que la actividad del órgano persecutor de los 

delitos debe quedar sujeta a un referente temporal cierto y 

razonable compatible con el derecho a una justicia pronta y 

expedita. PRIMERA SALA Amparo directo en revisión 4995/2016. 

Instituto de Vivienda Social y Ordenamiento de la Propiedad del 

Estado de Aguascalientes. 1 de marzo de 2017. Mayoría de tres 

votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 

Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario 

Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular y Norma Lucía Piña 

Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 

Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César 

Ramírez Carreón. Amparo directo en revisión 5004/2016. Instituto 

de Vivienda Social y Ordenamiento de la Propiedad del Estado de 
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Aguascalientes. 1 de marzo de 2017. Mayoría de tres votos de los 

Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario Pardo 

Rebolledo, quien formuló voto particular y Norma Lucía Piña 

Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 

Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César 

Ramírez Carreón. 

 

A través del análisis cronológico de los actos de investigación 

que integran la carpeta de investigación , se puede 

determinar la existencia de la dilación en la investigación imputable a 

los titulares de la Unidad General de Investigación número 1 de la 

Fiscalía General de Justicia del Estado de Tamaulipas, con residencia 

en Ciudad Madero, Tamaulipas, en virtud que no se condujeron bajo 

el principio de debida diligencia, ya que existen periodos de tiempo 

en donde hubo dilación de diversos meses que provocaron 

incertidumbre en la denunciante, ya que a la fecha con los datos de 

prueba existentes en la investigación inicial no se ha realizado 

ninguna determinación respecto a la existencia del delito, o la 

responsabilidad de la persona que es señalada como imputada, 

generando un flagrante perjuicio en las víctimas en su derecho de 

acceso a la justicia. 

 

En este tema es importante el principio de debida diligencia el 

cual trae aparejado el principio de imparcialidad de la investigación 

del Ministerio Público y pues tanto los imputados tienen derecho a 

que les juzgue en un plazo razonable, por su parte las víctimas 

tienen derecho a una justicia pronta y expedita, y es que en el 

presente caso, no existió una justificación de la dilación de la 

investigación, porque existen plazos dentro de la etapa de la 

investigación inicial en la cual no se realizaron actos de 
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investigación, siendo las víctimas quienes comparecían a aportar los 

datos de prueba para el trámite de la misma, así mismo se advierte 

que la complejidad de los actos de investigación es baja, pues estos 

se limitan a entrevistas o recepción de oficios, en ninguno se 

advierte una complejidad respecto a la realización de los mismos. Así 

mismo que los Ministerios Públicos que se encargaron de la 

investigación, no realizaron las acciones tendientes para investigar la 

responsabilidad de la parte imputada. En esa misma tesitura, es 

importante mencionar que lo que se busca a través de la 

investigación inicial es allegarse de datos de prueba que puedan 

establecer la probabilidad de la existencia de un delito y de que la 

persona que es señalada como responsable lo cometió, si el 

Ministerio Público determina que existen elementos, ésta se podrá 

judicializar y citar al imputado a través de una audiencia con el juez 

de control para formularle imputación, entendemos que existe un 

estándar probatorio para esta etapa del proceso, sin embargo, el 

Ministerio Publico debe garantizar el derecho a la víctima de acceder 

a la verdad, pues el esclarecimiento de los hechos, es uno de los 

fines del proceso, y en caso de que no exista tal conducta, informar 

porqué a través de un procedimiento penal, no se puede llegar al fin 

que buscan y así la persona pueda buscar la manera de restituir sus 

derechos por una vía diversa. 

 

Ahora bien este Organismo reconoce el trabajo de las y los 

servidores públicos encargados de la procuración de justicia, pues 

estamos conscientes del problema estructural del cual se enfrenta el 

país, en el que el derecho al acceso de justicia, se ve limitado, o 

incluso inexistente, conocemos las limitantes con las cuales cuentan 
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los empleados de las Fiscalías, tal como lo es, la falta de personal y 

el aumento de la incidencia de delitos día a día, sin embargo, esto no 

es una justificación para que las y los ciudadanos no tengan acceso 

debido a sus derechos humanos, ya que no solo se trata de una 

violación a los derechos humanos de un civil, si no que esto abona al 

problema estructural de las violaciones al derecho del acceso a la 

justicia, ya que representa impunidad,  en virtud de que el derecho 

de acceso a la justicia, implica el respeto y la observancia de otros 

derechos que fungen como garantes del primero, como lo es el 

derecho a un plazo razonable del proceso y a que se le permita 

resolver las controversias, recibiendo una decisión fundada y 

motivada relativa al fondo de los asuntos. 

 

Sobre esto Alto Tribunal (CIDH), estableció, en su primer 

sentencia contenciosa en el caso Velásquez Rodríguez la existencia 

de un deber estatal “de investigar seriamente con los medios [que el 

Estado tenga] a su alcance las violaciones que se hayan cometido 

dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a los 

responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar 

a la víctima una adecuada reparación”. 

 

En consecuencia, se acreditan las irregularidades atribuidas a 

personal de la Unidad General de Investigación número 1 de la 

Fiscalía General de Justicia del Estado de Tamaulipas, con residencia 

en Ciudad Madero, Tamaulipas, que ha tenido a cargo la integración 

de la carpeta de investigación , al fungir como Agentes del 

Ministerio Público de  la Unidad General de Investigación número 1 

de la Fiscalía General de Justicia del Estado de Tamaulipas. 
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Como ha quedado establecido, por mandato constitucional el 

Ministerio Público es el responsable en la conducción de la 

investigación que originó el inicio de la investigación y su obligación 

no estaba limitada únicamente a solicitar la investigación de los 

hechos delictivos a la policía de investigación, sino dar seguimiento y 

cerciorarse a través de la supervisión para que cumpliera con su 

deber, de debida diligencia, esto es, la obligación de adoptar 

medidas integrales tendientes a ubicar a testigos o algún otro indicio 

que permitiera ubicar al probable o los probables responsables, cuyo 

incumplimiento conlleva a la vulneración del derecho al acceso a la 

justicia en su modalidad de procuración de justicia en perjuicio de la 

quejosa, contenido en los artículos 17, párrafo segundo y 20 

Apartado C de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos; y 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos; 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 

XVIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombre; 1, 2, 3, 4, 6, 14, 15, 16, 17, 18 y 19 de la Declaración 

sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de 

delitos y abuso del poder; 1, 2, 7, fracciones I, III, V, VII y X, 8, 

tercer párrafo, 18, 19 y 21 de la Ley General de Víctimas. 

 

B. ACTUACIÓN CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. 

NOVENA. Por otra parte, en el caso que nos ocupa la Agente del 

Ministerio Público al dar continuidad a la investigación dentro de la 

carpeta número , por el delito de hostigamiento sexual 

denunciado por la C. , fue omisa al 

no tomar en cuenta su actuación con perspectiva de género, debido 
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a la afectación emocional ocasionada en contra de la promovente; en 

ese sentido la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do 

Pará), en sus artículos 1º y 5º, establece que se entiende por 

violencia contra la mujer cualquier acción o conducta basada en su 

género que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o 

psicológico, tanto en el ámbito público como en el privado; que toda 

mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, 

políticos, económicos, sociales y culturales, y que la violencia contra 

la mujer impide y anula el ejercicio de otros derechos.  

 

Por otro lado, el artículo 5º de la Ley General de Acceso a las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia, señala que la violencia contra 

las mujeres es cualquier acción u omisión, basada en su género, que 

les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, 

económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado como en el 

público. Por lo tanto, se enfatiza que el Fiscal Investigador ha sido 

omiso en conducir su investigación para identificar, cuestionar y 

valorar la desigualdad de la víctima no solamente por su condición 

biológica, sino también por las diferencias culturales asignadas entre 

hombres y mujeres. En razón de las consideraciones expuestas se 

concluye la vulneración del derecho a la legalidad y seguridad 

jurídica en perjuicio de la C. , por 

parte de la Licenciada , Agente del 

Ministerio Público del Procedimiento Penal Acusatorio y Oral 

Adscrito a la Primera Unidad General de Investigación de Ciudad 

Madero, Tamaulipas al realizar los actos irregulares que ya han sido 

debidamente señalados.  
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La violencia institucional es una modalidad de la violencia por 

razón de género, ésta se constituye por actos u omisiones de las y 

los servidores públicos de cualquier orden de gobierno que 

discriminen o tengan como fin dilatar, obstaculizar o impedir el goce 

y ejercicio de los derechos humanos de las mujeres, así como su 

acceso al disfrute de políticas públicas destinadas a prevenir, 

atender, investigar, sancionar y erradicar los diferentes tipos de 

violencia. En específico, de acuerdo a la Ley General de Acceso a las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia, todas las personas a través de 

las cuales se manifiesta el poder público tienen la obligación de 

asegurar en el ejercicio de sus funciones, el derecho a las mujeres a 

una vida libre de violencia, por lo que deberán de evitar realizar o 

permitir actos que discriminen o tengan como fin dilatar, obstaculizar 

o impedir el goce y ejercicio de los derechos humanos de las 

mujeres. Los servidores públicos deben abstenerse de incurrir en 

actos u omisiones que, de forma discriminatoria, tengan por objeto u 

efecto, obstaculizar la investigación de la violencia contra las 

mujeres. 

 

C. DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES  

 

DÉCIMA. Como se puede desprender de las mismas actuaciones 

de la NUC  la denunciante      

, contaba al momento de la interposición de la denuncia con 

la edad de 67 años, lo cual la coloca dentro de los extremos 

previstos en el artículo 3 fracción I de la Ley de los Derechos de los 

Adultos Mayores, así como el 3 fracción IX de la Ley de los Derechos 

de los Adultos Mayores del Estado de Tamaulipas, al contar con la 

edad superior a los 60 años. 
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En razón de lo mencionado es procedente referir que las 

personas de 60 años y más son titulares de los derechos humanos 

reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y de los ordenamientos jurídicos que de ella se derivan.  

 

El derecho al acceso a la justicia de las personas adultas 

mayores está reconocido en el Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos, en especial en la Convención Interamericana 

sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas 

Mayores (2015), en la Convención de Naciones Unidas sobre las 

Personas con Discapacidad (2006) y en las Reglas de Brasilia (2008). 

En resumen, los textos internacionales consultados garantizan a las 

personas adultas mayores, tanto en los procedimientos judiciales 

como administrativos, el acceso efectivo a la justicia, en igualdad de 

condiciones, adoptando ajustes necesarios de ser necesario; el trato 

preferente en la tramitación, resolución y ejecución de las 

decisiones, y una especial diligencia en los casos en que se 

encuentre en riesgo la salud o vida de la persona mayor. 

 

El Estado mexicano como autoridad garante de los mismos, debe 

generar mecanismos que garanticen que planes, programas, políticas 

públicas y cualquier trabajo que se realice para el pleno ejercicio de 

los derechos humanos de las personas adultas mayores, atiendan a 

los principios rectores que de manera enunciativa y no limitativa se 

menciona como lo son la igualdad de oportunidades, de 

participación, de cuidados, de autorrealización, respeto a su 

dignidad, enfoque de derechos y calidad de vida, enfoque de ciclo de 

vida y visión prospectiva y en lo que atañe en específico su derecho 
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de acceso a la justicia, ya que las personas adultas mayores tienen 

derecho a ser oídas, con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable por un Juez o Tribunal competente, independiente e 

imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación 

de cualquier acusación penal formulada contra ellas, o para la 

determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 

fiscal o de cualquier otro carácter.  

 

Se garantizará la debida diligencia y el tratamiento 

preferencial a las personas adultas mayores para la tramitación, 

resolución y ejecución de las decisiones en procesos administrativos 

y judiciales. La actuación judicial deberá ser particularmente 

expedita en casos en que se encuentre en riesgo la salud o la vida de 

la persona mayor. Situación que no acontece en el asunto en 

específico ya que desde el inicio de la investigación que lo fue en 

fecha 10 de septiembre del año 2019 a la fecha no se ha resuelto la 

controversia planteada por la aquí quejosa, lo cual violenta sus 

derechos como persona adulto mayor, como lo es el de certeza 

jurídica establecida en el artículo 5 fracción II de la Ley de los 

Derechos de los Adultos Mayores y su similar en el Estado de 

Tamaulipas. 

 

E. REPARACION DEL DAÑO 

 

UNDÉCIMA. La Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y los Tratados Internacionales, establecen como un 

derecho humano de las víctimas u ofendidos, la reparación del 

daño para asegurar de manera puntual y suficiente la protección 

a sus derechos fundamentales y responder al reclamo social, 

garantizando que en toda actuación desatinada, tenga derecho a 
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una compensación por los daños y perjuicios ocasionados, como 

en esta acción u omisión que demora la administración de la 

justicia en agravio del disconforme de esta vía.  

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha 

establecido que la reparación de la violación a los derechos 

humanos no se limita al daño material, sino que también deben 

considerarse aquellos efectos nocivos de los hechos del caso que 

no tienen carácter económico o patrimonial y no pueden ser 

tasados en términos monetarios, esto es, lo que definió como 

daño moral o inmaterial; sobre este concepto, ha establecido que 

el daño moral puede comprender tanto los sufrimientos y las 

aflicciones causadas a las víctimas directas y a sus allegados, 

como el menoscabo de valores muy significativos para las 

personas y otras perturbaciones que no son susceptibles de 

medición pecuniaria.  

 

De acuerdo con lo anterior, quienes prueben haber sido 

dañados en su patrimonio con motivo de una actividad 

administrativa irregular del Estado, tienen derecho a obtener una 

indemnización, de conformidad con el párrafo tercero del artículo 

1º constitucional; las víctimas de violaciones a sus derechos 

humanos tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, 

plena, diferenciada, integral y efectiva por el daño que han 

sufrido.  

 

Sirve de apoyo la tesis 1ª CCCXLII/2015, emitida por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible 
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en la página 949, Tomo 1, décima época, del Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, cuyo rubro y texto dicen: 

“ACCESO A LA JUSTICIA. EL DEBER DE REPARAR A LAS 

VÍCTIMAS DE VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS ES 

UNA DE LAS FASES IMPRESCINDIBLES DE DICHO 

DERECHO. La obligación de reparar a las víctimas cuando se ha 

concluido que existe una violación a los derechos humanos de 

aquéllas es una de las fases imprescindibles en el acceso a la 

justicia. Así pues, cuando existe una violación de derechos 
humanos, el sistema de justicia debe ser capaz de reparar el 

daño realizado por parte de las autoridades, e incluso - 

dependiendo del tipo de violación- de impulsar un cambio 

cultural. La reparación ideal luego de una violación de derechos 

humanos es la entera restitución a la víctima (restitutio in 

integrum), la cual consiste en restablecer la situación antes de la 

violación. No obstante, ante la limitada posibilidad de que todas 

las violaciones de derechos humanos sean reparadas en su 

totalidad por la naturaleza misma de algunas de ellas, la doctrina 

ha desarrollado una amplia gama de reparaciones que intentan 

compensar a la víctima de violaciones de derechos humanos 

mediante reparaciones pecuniarias y no pecuniarias. Las medidas 
no pecuniarias -también conocidas como reparaciones morales- 

se clasifican en: a) restitución y rehabilitación; b) satisfacción, y 

c) garantías de no repetición. La restitución busca, como su 

nombre lo indica, restablecer la situación que existía antes de la 

violación, mientras que la rehabilitación propone garantizar la 

salud de la víctima. La satisfacción tiene por objeto reparar a la 

víctima con medidas tendentes a la memoria, verdad y justicia. 

Las garantías de no repetición tienen la finalidad de asegurar que 

no se repita una práctica violatoria, incluyendo ordenar acciones 

que afectan las instituciones sociales, legales y políticas, así 

como las políticas públicas.”  
 

 

Así también, la Ley de Protección a las Víctimas para el 

Estado de Tamaulipas, en el capítulo relativo a la Reparación 

Integral del Daño, establece que se deben comprender los 

siguientes aspectos: 

I. La restitución que busque devolver a la víctima a la situación 

anterior a la comisión del delito o a la violación de sus Derechos 

Humanos;  
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II. La rehabilitación que facilite a la víctima hacer frente a los 

efectos sufridos por causa del hecho punible o de las violaciones de 

derechos humanos;  

III. La indemnización o compensación que se otorgue a la víctima 

de forma apropiada y proporcional a la gravedad del hecho punible 

cometido o de la violación de Derechos Humanos sufrida y teniendo 

en cuenta las circunstancias de cada caso. Ésta se otorgará por 
todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente 

evaluables que sean consecuencia del delito o de la violación de 

Derechos Humanos;  

IV. La satisfacción que reconozca y restablezca la dignidad de las 

víctimas; y Las medidas de no repetición que persigan la no 

reiteración del hecho punible o la violación de derechos sufrida por 

la víctima.  

 

La emisión de esta resolución es el resultado obtenido 

después de haber concluido las investigaciones del caso por parte 

de esta Comisión de Derechos Humanos, en donde determina de 

acuerdo con el análisis y evaluación de los hechos, argumentos y 

pruebas que constan en el expediente que nos ocupa, que la 

autoridad o servidores públicos implicados han violado los 

derechos humanos de la afectada, al haber incurrido en actos u 

omisiones ilegales, injustos, irrazonables, inadecuados o 

erróneos, señalando las medidas procedentes para la efectiva 

restitución a los afectados de sus derechos fundamentales, y en 

su caso, las sanciones susceptibles de ser aplicadas a los 

responsables.  

 

En congruencia con lo expuesto, fundado y con sustento en 

los artículos 3, 8, 48 y 49 de la Ley de la Comisión de Derechos 

Humanos del Estado de Tamaulipas, se emite la siguiente:    

 

R E C O M E N D A C I Ó N: 

 

Al C. Fiscal General de Justicia del Estado de Tamaulipas: 



 

 

40 

 

PRIMERA. Se giren las instrucciones escritas a quien 

corresponda, para efecto de que el personal encargado de la  

integración de la Carpeta número  que fuera iniciada en la 

Fiscalía Especializada en la Investigación de los Delitos contra 

Niñas, Niños y Adolescentes y Delitos cometidos contra las 

Mujeres por razón de Género, a raíz de la incompetencia derivada 

de la NUC  motivo de análisis en la presente resolución,  

lo anterior para que sea integrada y resuelta en el menor tiempo 

posible. 

 

SEGUNDA. Se emprendan las acciones necesarias para que 

inscriba a la C. , en el Registro 

Estatal de Víctimas, lo anterior para que se le brinde la atención y 

reparación integral del daño, en las que se incluyan todas las 

medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y 

garantías de no repetición, de conformidad con la Ley General de 

Víctimas, la Ley de Atención a Víctimas del Estado y los instrumentos 

internacionales vinculados en la presente Recomendación. 

 

TERCERA. Se giren las instrucciones escritas a quien 

corresponda a fin de que el expediente de queja número   

iniciado ante la Dirección de Quejas, Procedimientos Administrativos 

y Dictaminación  de esa Fiscalía, a raíz de los hechos de la presente 

queja, se integre a la brevedad y se emita la resolución que 

conforme a derecho corresponda. 

 

CUARTA.  Se brinde capacitación a los servidores públicos 

implicados de esa Fiscalía, para que su actuación en los casos como 

el aquí analizado, obedezca siempre a los lineamientos establecidos, 
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procurando en todo momento garantizar en su conjunto los derechos 

humanos de las víctimas, enfocándose principalmente en los 

derechos de las personas adultos mayores y el enfoque de género; 

así como el fortalecimiento de valores éticos y morales, en los que se 

les induzca a ajustar su actuación a los principios que rigen en el 

servicio público. 

 

QUINTA. En el caso de ser aceptada la presente Recomendación 

designe a la persona servidor público que fungirá como enlace con 

esta Comisión, para dar seguimiento al cumplimiento de la misma.  

 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 49 de la Ley de 

la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas, 

solicítese a las autoridades recomendadas que dentro del plazo de 

diez días hábiles, contados a partir de la fecha de recepción de la 

presente resolución, informe a este Organismo si acepta o no la 

recomendación formulada y, en su caso, enviar dentro de los 15 días 

siguientes las pruebas de que se ha iniciado su cumplimiento.  

 

Por otra parte por lo que respecta a los hechos imputados a 

personal de la Comisión Estatal de Atención a Víctimas con 

residencia en Altamira, Tamaulipas, se emite el siguiente: 

 

A C U E  R D O 

 

ÚNICO. Se decreta el Sobreseimiento del expediente de queja 

al haber acreditado el supuesto establecido por la fracción IV de la 

Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas, 

en términos de lo establecido en la conclusión CUARTA de la 

presente resolución. 






